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Panamá, 29 de julio de 2024
Nota C-142-24

Doctor
Cosme Trujillo J.
Director Médico

Hospital San Miguel Arcángel
Ciudad

Ref.: Responsabilidad del Director Médico General del Hospital San Miguel Arcángel, de iniciar

investigaciones disciplinanas y aplicar sanciones.

Señor Director Médico:

Atendiendo la atribución constitucronal consagrada en el numeral 5 del artículo 220 de la Const¡tución Política

de la República y lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 6 de la Ley N0.38 de 31 de julio de 2000, "Que

aprueba el Estatuto Orgánico de la Procuraduila de la Administración, regula el Procedimiento Administrativo

General y dicta disposlciones especales', se da respuesta a su nota HSMA/D|V/2024-254 de '18 de julio de

2024, mediante la cual eleva consulta a este Despacho, en el siguiente tenor:

-En 
nuestra instalación hospitalaia regida por la Ley 1 del 3 de febrero de 2010 se

establece claramente los niveles jerárqu,bos y sus funciones, además cuenta con

un Manual de Organización y Funciones aprobado mediante Resoluc¡ón N" 675

del 27 de julio de 2020 (Gaceta )ficial N" 29080 de 30 de julio 2020).

No obstante, lo expresado la Jefatura Nacional de Enfermeria, aclualmente
transformada en Dtección Nacional de Enfemer¡a, asume funciones que

conesponden al Despacho Ministerial y a la Dirección Médica del Hospifal San

Miguel Arcéngel:

, Taslada personal de enfermería hacia y desde e/ hosp,fal sin acción de personal

que sustente dicho trámite.
. Asume la aplicación de sanciones discp linarías cuyo trámtte debe ser función de

la oticina de Recursos Humanos del hospital.
. Anula o desautoriza ¡nstrucciones de la Diección Médica por medio de una iefa

de enfermería que asignó en el hospital sin que la misma cuente con acción de

personal de traslado a la instalación.

Este último punto es el que amerla su opinión porque la ¡nstrucción que emanó de

las autoridades anter¡ores del nivel nacional es que cono Director Médbo debe

inictar la invest¡gación d¡sciplinaria y aplicar la sanción correspondiente a la
susodlcha jefa de enfermeria, sin embargo, yo considero que la funcionaria
peñenece a la sede ministerial, cuya autoridad es quien debe asunir d¡cha

responsabilidad porque de yo hacelo me estaría ertra mttando en mis func¡ones."
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Esta Procuraduria, basada en el estud¡o y análisis pormenorizado, en cuanto al tema objeto de su consulta,
es de la opinión .jurídica que el superior jerárquico, al tener noticia de la presunta comisión de una falta
disciplinaria, por parte de la jefa de enfermería, deberá poner en conocimiento a la Oficina lnstitucional de
Recursos Humanos del Hospital San Miguel Arcángel, a fin que adelante las gestiones que correspondan,
tendientes a conoborar la veracidad de los hechos, hasta ponerlo en fase de decisión por parte del Ministro
de Salud, en su calidad de autoridad nominadora, en virtud de lo dispuesto en el articulo I del Decreto de
Gabinete No.1 de 1969, el artículo 14, numerales 8 y 14 del articulo '15 y artículo 23 de la Ley No,1 de 2010,
ylosartículos 27,53,150y 161 del TextoÚnicodelaLeydeCarreraAdministrativa.

Es importante en primera instancia indicar, que la respuesta brindada a través de la presente consulta, no

constituyen un pronunciamiento de fondo, o un criterio legal concluyente, que determine una posición

vinculanle, en cuanto a lo consultado.

a Sustento iuridico de la Procuraduría de la Administración:

l, Del principio de legalidad

El principio de legalidad se encuentra consagrado en el artículo 18 de la Constitución Política de Panamá, y
el artículo 34 de la Ley N0.38 de 31 de julio de 2000, que regula el Procedimiento Administrativo General,
que a la letra enuncian:

"Artículo 18. Los padiculares solo son responsab/es ante las autoridades pot
infracción de la Constitución o de la Ley.

Los seryldores públicos lo son por esas mlsmas causas y también por
ertralimitacion de func¡ones o por omisión en el ejercicio de éstas."

'Attículo 31. Las actuaciones administrativas en todas las entidades públlcas se
efectuañn con arreglo a normas de informalidad, imparcialidad, uniformidad,

economía, celeridú y eficrc,ia, garcntiz do la real¡zñton opoñuna de la función

administrativa, sin menoscabo del debido proceso legal, con objetividad y con

apego al principio de esticta legalidad. . . .'
(Lo resaltado es del Despacho)

El reconocido jurista argenüno, Roberto José Dromi, especialista en Derecho Administrativo, sostiene que
"el principio de la legalidad es la columna vertebnl de la actuación administrativa y por ello puede

concebírselo como extremo al procedimiento, constituyendo simultáneanente la condición esencial para su
existencia. Agrega que el mismo se determina jurídicamente por la concunencia de cuatro condiciones que

forman su contexto: 1) delimitación de su aplicación (reserua de ley); 2) ordenación jerárquica de sujeción de

1 ' .. . se puede conclu¡r que la finalidad del pinc¡p¡o de estr¡cta legalidad, es garant¡zat que la actuación de las autoidades
públicas se sujete a un conjunto de reglas y normas prcviamente establec¡das, de forma tal que se ev¡te toda afuitrar'tedad o
abuso de poder que pueda afectar a los adm¡n¡strados". Sentencia de 24 de septiembre de 2020 de la Sala Tercera de lo
Contencioso Administrat¡vo y Laboral de la Corte Suprema de Just¡c¡a de Panamá.

Conforme este principio de derecho público, todos los actos administrativos deben estar sometidos a las

leyes, estableciendo así un limite a los poderes del Estado, esto es que deben ejercerse con apego a la ley

vigente y la jurisprudencia, En otras palabras, el servidor oúblico sólo puede hacer lo que la ley le permital,
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las normas a la ley; 3) determinación de selección de normas aplicables a/caso en concreto, y 4) precísión

de /os poderes que la norma confiere a la Administración." (Derecho Administrativo, Argentina, libro 12 Ed,

Hispania Libros-2009, página'l 1 1 ).

Es importante señalar que la Sala Tercera de lo Contencioso Administralivo y Laboral de la Corte Suprema

de Justicia de Panamá, ha externalizado por medio de su jurisprudencia, decisiones judiciales refiriéndose

al importante principio de estricta legalidad, acentuando su finalidad. Al respecto, a través de la Resolución

fechada 10 de julio de 2019, manifestó lo siguiente:

Así pues, de una lectura de las disposiciones legales anteriores, se puede concluir
que la finalidad del principio de estricta legalidad, es garantizar que la actuac¡on de

las autoidades públicas se sulefe a un conjunto de reglas y normas previamente

establecidas, de forma tal que se evrte foda añitrariedad o abuso de poder que

puede afectar a los adminístrados"

Se desprende asi, con meridana claridad, que los actos administrativos que, en el ejercicio de sus funciones,

emitan los servidores públicos, deben limitarse a lo permitido por la ley y, en estr¡cto cumplimiento del

mandato constitucional; tal mmportamiento, revestirá y asegurará que el acto emitido se presuma igualmenle

legal.

ll. Del principio del Debido Proceso.

El debido proceso se encuentra consagrado en el articulo 32 de la Constitución Política de la República de

Panamá, como principio fundamental para la protección de los derechos individuales, frente al ejercicio

arbitrario del poder estatal, obligando a la administración a respetar las garantias y formalidades que integran

el proceso legal, al señalar que "nadie será juzgado, sino por autoidad competente y conforme a los trámites

legales...",

En este mismo orden de ideas, el Pleno de la Corte Suprema de Justicia, en Sentencia de 4 de mayo de

2015, frente a una acción de amparo de garantías constitucionales (Exp.936-13), reconoce aldebido proceso

como institución de garanlia para el individuo, en los términos seguidamente expuestos:

" . .. la ganntía del debido proceso consag rada en el aliculo 32 de la Constitución

comprende tres derechos, a saber, el detecho a ser juzgado por autoridad
competente; el de¡echo a ser juzgado conforme a los tánites legales
perfinentes; y el derecho a no ser juzgado más de una vez por una misma causa
penal, policiva o disciplinaria.

Attículo 8. Garantías Judiciales
"1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro
de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e
imparcial, establxido con anteriondad por la ley, en la sustentación de cualquier

Es de lugar resaftar que la Convención Ameicana de Derechos Humanoq
rat¡l¡cada por la República de Panamá medimte Ley No.15 de 28 de octubre de

1977 e integrante del Bloque de la Constitucionalidd, desaffolla en el a¡lículo 8,

la garantía del deb¡do proceso de la siguiente manera:



acuser,ión penal fomulada contra ella, o para la deteminac¡ón de sus derechos y
obligaciones de otden cN¡\, laboral, fscal o de cualquier otro caráder.'

En este punto también es de lugar hacer nención al procesalista JORGE

FÁBREGA que destaca, en sus '/nstrtuc¡ones de Derecho Procesd Civíl'que la
juisprudencia ha llenado de contenído la garantia del debido proceso, ínlegrado
por los derechos que se indican a continuación:

1. Derecho a la jurisdtcción, que consrbfe en el derecho a la tutela

constitucional.

2. Derecho al Juez natural.

3. Derecho a ser oído.

4. Tribunal conpetente, üedeteminado en la ley, independiente e
inparcial.

5. Derecho a apoftar pruebx lícitas, relac¡onadas con el objeto del proceso, y
de contradecir las apo adas por la otra paúe o por el juez.

6. Facultad de hacer uso de ros medios de impugneción Nevistos en la

W contrc resoluc¡ones jud¡ciales motivadas.
7. Respeto ala cosa juzgada.

Es asi como el debido proceso está consrituido por una señe de elementos diigidos
a asequrar la etediva o adecuada defensa de las oañes en el mismo. A esfos

elementos procxales se ref,ere el Doctor Afturo Hoyos en su obra sobre el debido

proceso, al indicar que:

'si se vrola elguno de dichos elementos de tal manera que se alecte la
posibilidad de ,as personas de defende¡ eÍectivamente sus derechos (ya sea
por v¡olación del deredrc a ser oido; por falta de la debida notif¡cación, ausencia

de bilateralidad, o contradicción del derecho a apoftar pruebas; de la posibilidad de

hacer uso de medio de impugnación contra resoluciones judiciales; falta total de

motivación de ésfas; tramitación de procesos no regulados med¡ante ley;
pretermisión de una instancia; seguitse un tánite distinto al yevisto en ta tey
-proceso monitorb en vez de uno ordinario; ejecución de sentencia en vez de
proceso ejecutivo; notificación por edicto cuando debe ser personal; sentencia

arbitraria que, por ejemplo, desconoce la cosa juzgada material-) ante tibunal
competente, la sanción cwespondiente será la nulidad constitlcional"
(HOYOS, Arturo. El debido prcceso. Editoial Temis, S.4., Santa Fé de Bogotá,

1995, pri,gs.89-90). " (Lo resaltado es del Despacho)

De lo arriba transcrito, se puede observar que la noción de debido proceso, implica el cumplimiento de

diversas garantias que resultan esenclales para que la causa arribe a una soluc¡ón objetiva, tales como el

derecho de defensa y la igualdad en la ley y ante la ley (igualdad formal). Comprende elementos

concernientes a la autoridad úuez regular, competencia, imparcialidad), al procedimiento (derecho a defensa,

contradicción, etapas preestablec¡das, delimitadas y concadenadas, doble instancia) y a la eficacia (cosa
juzgada), en el entendido que los mismos son susceptibles de sufrir adecuaciones en su alcance conforme

la naturaleza el negocio, puesto que abarca la amplia índole de procesos existentes. En general, examina

toda aquella garantia que pudiera tener incidencia en eldesarrollo y resultado del negocio, y cuya vulneración
podría acarrear causales de nulidad2.

2'Ha dicho ese Tibunal que Debido Prcceso 'es el derecho que tienen todas los hab¡tantes de la Republica a que se apl¡quen
las leyes de proced¡mienlo coÍespond¡entes y confome a éstas se les binde la oportunidad de defensa y contradicción". Auto
de 29 de octubre de 

,l984 
del Pleno de la Corte Suprema de Justicia de Panamá.
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'A¡ticulo 36. Ningin acto podrá emitirse o celebrarce con infiacción de una
noma juridica vigente, aunque éste prcvenga de la m¡sma autoridad que dicte o
celebrc el acto tespectivo. Ninguna autoidad podrá celebrar o emit¡r un acto para

el cual carezca de competencia de acuerdo con la ley o los reglamentos."
(Lo resaltado es del Despacho).

31. Debido procxo legal. Cumplimiento de los reqursrfos const¡tucionales y
legales en materia de procedimiento, que incluye /os presupuesfos

seña/ados en el a iculo 32 de la Constitución Politha: el derecho a ser
juzgado conforme a los tránítes legales (dar el derecho a audienc¡a o
ser oído a las parfes rhleresadas, el derecho a rccmil y el derccho a no
ser juzgado más de una vez por la misma causa penal, policiva, disciplinaria
o administrat¡va.' (Lo resaltado es del Despacho)

Ahora bien, en el ámbito administrativo, los articulos 36 y 201, numeral 31, de Ia Ley No.38 de 31 de julio de
2000, en su cond¡ción de lex generalis, en concordancia con el Texto Fundamental y la jurjsprudencia

nacional, abordan el debido proceso como una garantia.lurídica conforme la cual, ningún acto admin¡strativo
puede realizarse en detrimento de la norma juridica, en cuanto, entre otros, a la competencia de la autoridad
administrativa y a los trámites realizados.

lll. Del ministerio de Salud

El Ministerio de Salud, conforme el artículo'1 del Decreto de Gabinete No.1 de 1969¡, fue creado para"/a
ejecución de las acc¡ones de promoción, protección, reparación y rehabilitación de la salud que por mandato
constitucional son de responsabilidad del Estado", y tiene a su caryo"la determinación y conducción de la
politica de salud del Gobiemo en el país". Según el articulo 16 de la norma en comento, el Ministro de Salud
es la máxima autoridad de la entidad, al tener asignada la conducción de la politica de adminishación
ministerial.

Por su parte, el Manual de Organización y Funciones del Ministerio de Salud4, adoptado via la Resolución
No.372 de 2019s, atribuye al Ministro de Salud la dirección de la entidad, con funciones de"Ejercer las en
salud como Autoridad Sanitaia Nacional y la politica administrativa institucional y sectoial'y "Cumpli con
los objetivos y funciones que le establece /as Leyeg Decretos y la Constitución Politba de Panamá" , ent¡e
otras. Este mismo documento atribuye el procesamiento y trámite de las acciones de personal al

Departamento de Reqistro y Control de Recursos Humanos , de la Dirección de Recursos Humanos (Cfr. foja
1'18), e impulsa un modelo de oestión descentralización de recursos humanos (Cfr foja 102)

3 Decreto de Gab¡nete No.1 de 15 de enero de 1969, "Por el cual se crea el Min¡ster¡o de Salud, se determina su Estructura y

Funciones y se establecen las Normas de lntegración y Coord¡nación de las instituciones del Sector Salud". Publicado en la
Gaceta Of¡cial No.'16292 de 4 de febrero de 1969.
a https://www.minsa.gob.palsites/defaullliles/publicaciones/manual_minsa_372_20'lg_c_0.pdf
5 Resoluc¡ón N0.372 de 7 de mayo de 20'19, "Por la cual se ¡nstituye la nueva eslruclura Orgán¡ca y adoptar el Manual de
Organ¡zación delM¡nisterio de Salud". Publ¡cado en la Gaceta Oficial N0.28770-A de Tdemayode 2019.

'Artículo 201. los srgu¡enfes férminos util¡zados en esfa Ley y sus reglamentos,

deben ser entendidos confome este glosaño:
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La Resolución N0.280 de 20 de mayo de20247 , proferida por el Ministerio de Salud, aplica similar criterio en

torno a la Dirección Nacional de Enfermeria, al indicar que la misma tiene "...e/ propósifo de contribuir al
foñalecimiento de la rectoria y eltrabajo nultidisciplinaio y pafticipativo por la salud a nivel nacional, en las

acciones de detección, preventivas, reparativas, rehabilttación, rehabilitación, cuidados paliativos, y la

atención de todos los grupos de poblaclón", y está conformado por'enfermeras (generales y especialistas),

técnicas en enfermería y asisfentes de clínica' .

Se desprende con meridiana claridad, que las investiqaciones oara efectos disciplinarios. han de ser

conducidas por la Oficina lnstitucional de Recursos Humanos.

lV, Del Hospital San Miguel Arcángel

La Ley No,1 de 3 de febrero de 2010s, en sus artículos 1 y 6, constituye al Hospital San Miguel Arcángel

como entidad estatal de interés social bajo la dependencia del Ministerio de Salud, designando al Ministro

de Salud como Presidente del Consejo Directivo, que es el órgano de mayor jerarquía dentro de la estructura
organizacional de dicho nosocomio, y como representante legal del Hospital.

6 Decreto Ejecut¡vo No.19 de'l'1 de abril de 2024, "Que crea la Dirección Nacional de Enfermeria, mmo una dependencia del
Ministerio de Salud'. Publicado en la Gaceta Oficial No,30008-B de 1 1 de abril de 2024.
7 Publicada en la Gaceta Oficial N0.30052 de 13 de junio de 2024.
I Resoluc¡ón Administrativa N0.026-REC./HUM./DAL de 19 de mazo de 200'1, 'Que adopta el Reglamento lnterno del Min¡sterio
de Salud". Publ¡cada en la Gaceta Oficial No.24284de'19deabrilde2001.
e Ley No.1 de 3 de febrero de 20'10, 'Que constituye al Hosp¡tal San Miguel Arcángel como una entidad de gestión pública'.
Publicada en la Gaceta Oficial No.2646tA de 5 de febrero de 2010.
10 Cfr. numeral '15 del art¡culo 201 de la Ley N0.38 de 31 de julio de 2000.

Respecto a la Dirección Nacional de Enfermería, la misma fue constituida mediante el Decreto Ejecutivo

N0,19 de 20246, tiene entre las funciones descritas en su articulo 4las de " planificar y sustentar el recurso
humano para el ejercica profesional, técnico y aslsfenclal de Enfermeria" y "vigilar el cumplimiento de las
normas administrativas de Enfermeria y de atención integral a la población" , y al tenor del articulo 6 se riqe
por el Reolamento lnterno v la Estructura Orqánica del Ministerio de Salud.

Con esto queda claro que las funciones la Dirección Nacional de Enfermería son aquellas orevistas en dicho

texto iuridico. las cuales quardan relación con la coordinación. recomendación, vioilancia, actualización y

viqilancia de la disciplina de Enfermeria. respetando las funciones oropias v esoeclf¡cas de las demás

direcciones o unidades administrativas.

Es pertinente señalar que el Reglamento lnterno del Ministerio de Salud, adoptado mediante la Resolución

Administrativa N0.026-REC./HUM./DAL de 20018, en el artículo 8 expresamente identifica como autoridad

nominadora al Ministro o Ministra de Salud; en el artículo 96, prevé la imposición de sanciones disciolinarias

al servidor público que incumola con el Reqlamento lnterno institucional y con la Lev No.9 de 1994 (de

Carrera Administrativa). con sus reqlamentos, reconociendo con ello su carácter supletorio; y, en el articulo
'103 ordena que, antes de aplicar sanciones disciplinarias, la Oficina lnstitucionalde Recursos Humanos debe

realizar investigaciones tendientes al esclarecimiento de los supuestos hechos atribuidos al servidor público.

El artículo 23 ibidem, aclara que los nombramientos de personal profesional, técnico y administrativo del

Hospital serán realizados por el Ministerio de Salud, conforme las leyes y acuerdos vigentes, estableciendo
al titular del ramo (Ministro de Salud) como autoridad nominadoralo.
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De conformidad con el Manual de Organización y Funciones del Hospital San lúiguel Arcángel, aprobado por

conducto de la Resolución N0.675 de 20201r, del Ministerio de Salud, la Dirección Médica General ostenta
la función de "organizar y evaluar el funcionamiento de las actividades relacionadas con la entrega de los

servicios públicos de salud", mientras que atribuye a la Oficina lnstitucional de Recursos Humanos del

Hospital la de " procesay'z las acciones de personal, de acuerdo a las normas v orocedimienlos esfab/ecrdos

en la Ley y sus reqlamentos"

V. De la Ley de Carrera Administrativa

El Texto Únicor¡ de la Ley No.9 de 20 de junio de 1994,'Por la cual se esfab/ece y regula la Carrera

Administrativa" , publicada en la Gaceta Oficial N0.22562 de 21 de junio de 1994, constituye la norma común
(/ex generalrs) de los servidores públicos, en lo concerniente a los derechos y deberes, y de conformidad con

su artículo 5, ibídem, interviene en forma supletoria "en las instituciones públicas que se r¡ian oor otras

carreras públicas legalmente reguladas o por /eyes espec,ales".

En lo concerniente a la autoridad nominadora, el numeral 11 del articulo 2 ibidem la define como "aquella

que tiene entre sus facuftades la de formalizar los nombramientos de seruidores públicos, de acuerdo con

esta Lel' , mientras el artículo 53 ídem especifica que "será srempre la máxima autoridad de la institución
estatal correspondiente" .

Conforme a la citada ley de Carrera Administrativa, la autoridad nominadora podrá separar del cargo, durante
investrgaciones administrativas en los procesos disciplinarios (articulo 154), o como medida para asegurar
la armonia y seguridad del ambiente laboral (artículo 155), destituir (artículo 158) y establecer sanciones
disciplinarias (articulo 162).

También hace referencia dicho instrumento jurídico al superior ierárquico o inmediato, estableciendo en el
articulo 148 que cualquier usuario puede denunciar la presunta violación de normas disciplinarias ante el
superior jerárquico del supuesto servidor público causante, en tanto el artículo 150 observa que las

11 Resoluc¡ón N0.675 de27 de jul¡o de 2020, 'Que instituye la Estructura Orgánica del Hospital San i.4iguel Arcángel, y dicta otras
disposiciones". Publicada en la Gaceta Oficial N0,29080 de 30 de julio de 2020.
12 Conforme la Real Academia Española es: " Formar autos y ptoceso§ y 

-Somefer 
dalos o mateiales a una setie de openciones

progranadas" . hlrpsl ldle. rae. es/procesar?m=form
13 Publicado en la Gaceta Oficial N0.28729 de 1 l de marzo de 2019.

Respecto al Director Médico, la Ley No.'1 de 2010 lo apunta como encargado de administrar y dirigir, asi
como de ejecutar los planes, proyectos y programas, de acuerdo a los reglamentos y las directrices que

apruebe el Consejo Diectivo" (artículo 14), con las funciones de " recomendar al Ministerio de Salud el
personal profesional, administrativo y técníco del Hospital para su nombramiento, promoc¡ón, sanción o

remoción..., según el reglamento interno de recursos humanos" y "hacer cumpli el reglamento de
administración de recursos humanos..." (numerales 8 y 14 del artículo 15).

En ese sentido, y con motivo del modelo de descentralización de recursos humanos esgrimido por el Manual

de Organización y Funciones del Ministerio de Salud, referido ut supra,y al articulo 27 del Texto Único de Ia

Ley de Canera Administrativa, este Despacho estima que los trámites oertinentes a las acciones de recursos

humanos correspondientes al personal que labora en el Hosoital San MiquelArcánqel. deben ser realizadas
por la Oficina lnstitucional de Recursos Humanos del Hosoital.
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amonestaciones y suspensiones serán apl¡cadas por el superior ¡nmediato del serv¡dor público. Por último,
el arliculo '153 dicta los términos de prescripción contados a partir de la fecha en que el superior jerárquico

inmediato del servidor público entra en conocimiento de la comisión de los aclos acusados.

En lo que respecta a las oficinas de rsos humanos, el artículo 27 ibídem les reconoce las funciones de
desarrollar y tramitar las acciones del personal de su competencia y llevar los controles, registros y

estadísticas del personal de la entidad, y el artículo 161 ídem les asigna la realización de la investigación
correspondiente.

Luego de este análisis y estudio profundo del tema objeto de su consulta, esta Procuraduría de la

Adminiskaclón concluye, que el superior jerárquico, al tener noticia de la presunta comisión de una falta
disciplinaria, por parte de la jefa de enfermería, deberá poner en conocimiento a la Oficina lnstilucronal de
Recursos Humanos del Hospital San Miguel Arcángel, a fin que adelante las gestiones lendienles a
corroborar la veracidad de los hechos, hasta ponerlo en fase de decisión por parte del Ministro de Salud, en
su calidad de autoridad nominadora, en virtud de lo dispueslo en el artículo 1 del Decreto de Gabinete No.1

de 1969, el artículo 14, numerales I y 14 del articulo 15 y artículo 23 de la Ley No,1 de 20'10, y los articulos
27 , 53, 150 y 161 del Texto Único de la Ley de Canera Ádministrativa.

De esta manera se da respuesta a su solic¡tud, reiterándole que la opinión aqui vertida, no constituye un
pronunciamiento de fondo, o un criterio concluyente que determine una posición vinculante, en cuanto a lo
consultado,

Atenlamente,
EDA

Goniález te egro
Procurador de la Administración
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